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APROBACIÓN DE INVENTARIOS Y AVALÚOS. El debate gira en torno a si, como alega el recurrente, se deben incluir dentro de los inventarios y avalúos las mejoras a un inmueble y los frutos civiles (arrendamientos) de un local comercial y apartamentos de dicho bien, o si por el contrario procedía su exclusión, tal cual lo decidió el juez de primera instancia. Bien se tiene entendido que el haber de la sociedad conyugal está integrado, en general, por los bienes adquiridos durante el matrimonio (art. 1781 CC), incluyendo los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquier naturaleza que provengan de los bienes propios o sociales; y que la masa partible se forma al momento de la disolución, con aquellos que se encuentren en cabeza de los consortes, teniendo en cuenta las respectivas excepciones, como puede deducirse del artículo 1795 del Código Civil (…).
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Expediente 66001-11-02-000-2014-00040-01

  



Decide la Sala el recurso de apelación interpuesto por el apoderado judicial del demandante contra el auto del 18 de abril del presente año, proferido por el Juzgado Cuarto de Familia local, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por Jaime Alberto Uribe Sierra frente a Sandra Piedad López Cano. 
   



ANTECEDENTES

  



La demandada, por conducto de su apoderada judicial, objetó los inventarios y avalúos (folios 1 y 2, c. copias No. 2) y solicitó que se excluyeran los activos sociales denunciados por el actor en la diligencia de inventarios y avalúos (ver cuaderno de copias No. 1), que consistieron en: i) las mejoras realizadas por el demandante en el lote de terreno distinguido con el No. 18 de la manzana 9 etapa 1 ciudad Boquía, avaluadas por el actor en 240 millones de pesos; ii) los arrendamientos del local ubicado en el primer piso del referido inmueble, por valor de $2.200.000,oo, desde enero de 2014 a la fecha, a razón de $200.000,oo pesos mensuales; y, iii) los arrendamientos de los tres (3) pisos de la edificación mencionada, a razón de $800.000,oo pesos mensuales aproximadamente, desde el 1º de mayo del año 2000 hasta la fecha, que suman en total $139.200.000,oo pesos.




Lo anterior con fundamento en que “El derecho en el inmueble descrito sobre el cual el actor relaciona mejoras y frutos como activos sociales, no se encontraba en cabeza de la demandada a la fecha de la demanda y menos a la de la diligencia de Inventarios y Avalúos. Tal como se acredita, esta no es titular de derecho de dominio alguno respecto del bien.”

En el término de traslado, el demandante se opuso a la objeción (folios 19 a 21, c. copias No. 2), con sustento en que “…no estoy denunciando el derecho de dominio sino las mejoras que se hicieron sobre el lote de terreno descrito ya y que fueron hechos por la sociedad conyugal Uribe López en los años 1996 a 1999”, y, por lo mismo, dice que los arrendamientos del local y apartamentos deben entrar en la liquidación de la sociedad conyugal. 
Practicadas las pruebas, se decidió el asunto (folios 128 a 130, c. copias No. 2) excluyendo las partidas declaradas en la diligencia de inventarios y avalúos. En relación con las mejoras, dijo el juzgado, se debieron denunciar como recompensa o al menos ser aceptada por la ex cónyuge, situación que no ocurrió; respecto a los frutos civiles de un local comercial desde enero de 2016 se dice en la providencia recurrida que “Se trata de una renta producida después de disuelta la sociedad conyugal, no de una que hubiese sido producida durante la vigencia de la sociedad conyugal, por lo que esos dineros, no hacen parte de esta liquidación. Igual ocurre con la rentas producidas por varios apartamentos durante la vigencia de la sociedad, ya que “…esos dineros debían estar en poder de la demandada en el momento de disolverse la sociedad conyugal, por lo que debían estar capitalizados en algún lugar, para acreditar su existencia, prestos a ser adjudicados y entregados realmente, porque de lo contrario se estarían enlistando bienes que no existen, y como no existen, mal pueden adjudicarse y entregarse materialmente”.
   



Contra ese proveído la parte actora interpuso recursos de reposición y apelación en subsidio (ver folios 131 a 133, c. copias No. 2); para ello, insistió en que las mejoras denunciadas son un activo de la sociedad conyugal y se encuentran plantadas dentro de un inmueble en el cual la cónyuge tenían un derecho al momento de disolverse la sociedad; además, la sociedad no se ha liquidado y por lo mismo se forma una comunidad que tiene unos derechos y unas obligaciones de los comuneros; finalmente, agrega que “…el dinero sí existe y está en poder de la parte demandada, y ninguna norma exige que la plata debe estar capitalizada en algún lugar para permitir su partición…” 

   



El Juzgado no repuso la decisión (fl. 138, c. copias No. 2), con apoyo en los mismos argumentos expuestos en el auto recurrido y, por lo mismo, concedió el de apelación. 




Se pasa a resolver lo pertinente previas las siguientes

CONSIDERACIONES

1.
El recurso es procedente en virtud de lo dispuesto por el numeral 5º del artículo 351 del C.P.C., bajo cuya égida comenzó, y también del mismo numeral del artículo 321 del Código General del Proceso, que es con fundamento en el cual se tramita la alzada.  
2.
El debate gira en torno a si, como alega el recurrente, se deben incluir dentro de los inventarios y avalúos las mejoras a un inmueble y los frutos civiles (arrendamientos) de un local comercial y apartamentos de dicho bien, o si por el contrario procedía su exclusión, tal cual lo decidió el juez de primera instancia.
3.
Bien se tiene entendido que el haber de la sociedad conyugal está integrado, en general, por los bienes adquiridos durante el matrimonio (art. 1781 CC), incluyendo los frutos, réditos, pensiones, intereses y lucros de cualquier naturaleza que provengan de los bienes propios o sociales; y que la masa partible se forma al momento de la disolución, con aquellos que se encuentren en cabeza de los consortes, teniendo en cuenta las respectivas excepciones, como puede deducirse del artículo 1795 del Código Civil que al respecto dice:

“Toda cantidad de dinero y de cosas fungibles, todas las especies, créditos, derechos y acciones que existieren en poder de cualquiera de los cónyuges al tiempo de disolverse la sociedad, se presumirán pertenecer a ella, a menos que aparezca o se pruebe lo contrario.”

    
De otro lado, señala el artículo 1783 del mismo estatuto, que no ingresan al haber social los aumentos materiales que acrecen a cualquiera especie de uno de los cónyuges, formando un mismo cuerpo con ella, por aluvión, edificación, plantación o cualquiera otra causa. Y esto, por cuanto, frente a un bien propio de alguno de los consortes, si el otro hizo expensas que hayan aumentado su valor, en cuanto este subsista al momento de la disolución, tal derecho debe reclamarse, como manda el artículo 1802 ibídem, a título de recompensa. Así que, si se plantan mejoras, que es parte de lo que aquí se discute, sobre un bien que pertenece a uno de los cónyuges, a esa figura debe recurrirse al momento de realizar el inventario.  
Al respecto, la doctrina ha expuesto que:

“Un segundo caso de recompensa lo consigna el artículo 1802, con ocasión de las expensas de toda clase que se hayan hecho en los bienes de cualquiera de los cónyuges, si esas expensas aumentan el valor de los bienes de cualquiera de los cónyuges, si esas expensas aumentan el valor de los bienes, y en cuando subsistiere este valor a la fecha de la disolución de la sociedad conyugal. En el supuesto de que el aumento de valor del bien exceda el monto de las expensas, se debe solo el importe de estas.

Por consiguiente, si se realizan mejoras por $10.000.000 que no aumentan el valor del bien propio del cónyuge, o aunque lo aumentare ese mayor precio no existiera al tiempo de disolverse la sociedad conyugal, nada se deberá a esta. Si hubo aumento del costo, como en el caso de que el bien valía antes de la mejora $100.000.000 y pasó a tener un valor de $125.000.000, se deberá la menor suma entre la expensa y el mayor valor del bien, pero siempre que al momento de la disolución de la sociedad conyugal se mantenga ese aumento del precio del bien. En el ejemplo la recompensa será de $10.000.00.”

Se reitera, entonces, que la forma de incluir las mejoras, es mediante una compensación, dado que para ello se tienen unas reglas específicas, contenidas en el artículo 600 del estatuto procesal civil vigente para la época en que se confeccionó el inventario en este asunto, como se lee en la regla 2ª (lo que se reitera en el art. 501 del CGP). 

4.
Con el fin de darle mayor claridad al asunto, es preciso tener en cuenta los siguientes datos, que se pueden corroborar con los documentos y afirmaciones de los mismos apoderados, que obran en el cuaderno de copias No. 2.
	Compra del 50% del bien inmueble en el que se alegan mejoras
	09/12/94

	Matrimonio entre las partes
	01/07/95

	Disolución de la sociedad
	13/11/01

	Venta del 50% del inmueble
	10/07/03


De lo anterior salta a la vista que le asistió razón al funcionario de instancia al acceder a la exclusión deprecada en este asunto. 

En primer lugar, la venta del inmueble se realizó conforme a derecho, pues se trataba de un bien propio de la cónyuge, en la medida en que fue adquirido antes del matrimonio y, por lo mismo, la libre administración que le incumbía, aún después de disuelta la sociedad, la facultada para hacerlo. 
En segundo lugar, la pretensión relacionada con las mejoras plantadas sobre el bien, como expresamente lo pide el apoderado de la parte demandante cuando relaciona la primera partida
, como viene de verse, debió ser incluida en el inventario como una recompensa, porque lo que se busca es la compensación, cuando el patrimonio propio de uno de los cónyuges obtiene provecho de la masa común, que es lo que se alega en el presente asunto
. No se hizo así y, por tanto, tenía que ser excluida, en atención a que se requería la denuncia de las mismas por la parte obligada, o la aceptación expresa de las que hizo su contraparte.

Más aún. La demandada nunca fue propietaria del 100% sobre el bien inmueble; solo del 50%; es decir que las mejoras alegadas, se plantaron en predio no solo de ella, sino de un tercero ajeno a esta contienda, lo que torna más inviable que se pretenda su reconocimiento en esta liquidación.  

Ahora, respecto de los arrendamientos que se piden por el local comercial, es preciso indicar que, aunque los frutos que produzca un bien propio o social entran en el haber social, es lo cierto que se trata de cánones que se causaron desde el año 2014, esto es, en época muy posterior a la disolución de la sociedad conyugal que ocurrió el 13 de noviembre de 2001, por lo que resulta imposible reclamarlos por esta vía, pues bien se tiene entendido que, al tenor de las normas ya citadas, no existían al momento de la disolución. 

Si ello no fuera suficiente, es lógico que si la cuota parte del inmueble que era de propiedad exclusiva de la cónyuge, fue vendida en el mes de julio de 2003, tal como se puede observar en el certificado de tradición visible a folio 3 a 5 del cuaderno de copias No. 2, en el que en la anotación 15 la señora Gloria Elena López de Toro le compró la cuota parte (50%), ningún beneficio, al menos ninguno que se hubiera probado, podía estar percibiendo para el año 2014.  
Finalmente, respecto a los cánones reclamados por el arrendamiento de los apartamentos desde el 1º de mayo del año 2000 hasta el momento de los inventarios y avalúos, es preciso indicar, por una parte, que cualquier emolumento posterior al mes de julio de 2003, por la razón ya explicada, no pudo entrar a formar parte del haber social, tanto menos si no se acreditó que la demandada los hubiese recibido, lo que, no cabe duda, era carga del demandante. 

Y en lo que corresponde a los años 2000 a 2003, ya se señaló que es menester, para incluir bienes en el activo, que ellos existan al momento de la disolución; y ninguna prueba se acercó de que esas sumas estuvieran, para cuando se confeccionó el inventario, en poder de la demandada; ni siquiera, que se hubieran causado. El peticionario se quedó en simples afirmaciones, sin ningún sustento probatorio. 
Respecto del disentimiento sobre la objeción al dictamen pericial respecto de las mejoras, basta aludir a lo expuesto en el recurso de reposición, en el que se advierte, “… que no se hizo alusión a la objeción del dictamen pericial, por sustracción de materia, porque no se tuvo en cuenta la partida denunciada como mejora”, como era lógico que ocurriera.  
Se confirmará, en consecuencia, el auto protestado.
En esta sede las costas serán a cargo de la parte recurrente (numeral 1o del artículo 365 del CGP), las cuales se liquidarán en la forma señalada en el artículo 366 del CGP, en primera instancia. 
Las agencias en derecho se fijarán en auto posterior. 
  



DECISIÓN

  



En armonía con lo dicho, la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, CONFIRMA el auto del el auto del 18 de abril del presente año, en este proceso de liquidación de sociedad conyugal instaurado por Jaime Alberto Uribe Sierra frente a Sandra Piedad López Cano. 
   



Costas en esta sede a cargo de la parte recurrente (numeral 1º del artículo 365 del CGP)
Notifíquese,

   



El Magistrado,

  



JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� PARRA BENITEZ, Jorge. Derecho de Familia. Editorial TEMIS. Bogotá. 2008. Pág. 197


� “1) mejoras hechas en el lote de terreno número 18 de la Urbanización Ciudad Boquía etapa I manzana 9 Pereira, valor $240.000.000,oo;”


� “Recompensa es la compensación, devolución o indemnización que los cónyuges y la sociedad conyugal se deben entre sí. Cuando el patrimonio propio de uno de los cónyuges obtiene provecho y sufre menoscabo de la masa común, debe pagar a esta el equivalente a ese precio. Y al contrario.” (Jorge Parra Benítez. Derecho de Familia. Editorial TEMIS. Bogotá. 2008. Pág. 196)





